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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 53/01

CASO 11.565

HERMANAS GONZÁLEZ PÉREZ 
(México)
I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Ana Gonzáles Pérez, Beatriz González Pérez, Celia González Pérez y Delia Pérez de González
Peticionario (s): Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (CMDPDH), Comité Hermanas González
Estado: México
Informe de Fondo Nº: 53/01, publicado el 4 de abril de 2001
Informe de Admisibilidad Nº: 129/99, publicado el 19 de noviembre de 1999
Temas: Acceso a la justicia / Garantías judiciales y protección judicial / Libertad personal / Mujeres / Niños, niñas y adolescentes / Pueblos Indígenas / Violencia Sexual/ Tortura
Hechos: El 4 de junio de 1994, un grupo de militares detuvo en el estado de Chiapas, México, a las hermanas Ana, Beatriz, y Celia González Pérez y su madre Delia Pérez de González para interrogarlas, y las mantuvo privadas de su libertad durante dos horas. Durante dicho lapso las tres hermanas fueron separadas de su madre, golpeadas y violadas en reiteradas ocasiones por los militares. El 30 de junio de 1994, se presentó la denuncia al Ministerio Público Federal (Procuraduría General de la República o “PGR”) con base en un examen médico ginecológico; la misma fue corroborada ante dicha institución por la declaración de Ana y Beatriz, las dos hermanas mayores. El expediente fue trasladado a la Procuraduría General de Justicia Militar (“PGJM”) en septiembre de 1994, y ésta decidió finalmente archivar el expediente ante la falta de comparecencia de las mismas a declarar nuevamente y a someterse a pericias ginecológicas. Los peticionarios sostienen que el Estado faltó a su obligación de investigar los hechos denunciados, castigar a los responsables y reparar las violaciones.
Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado mexicano violó en perjuicio de la señora Delia Pérez de González y de sus hijas Ana, Beatriz y Celia González Pérez los derechos consagrados en la Convención Americana: derecho a la libertad personal (artículo 7); a la integridad personal y a la protección de la honra y de la dignidad (artículos 5 y 11); garantías judiciales y protección judicial (artículos 8 y 25); respecto de Celia González Pérez, los derechos del niño (artículo 19); todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) de dicho instrumento internacional.  La CIDH establece igualmente que el Estado mexicano es responsable por la violación del artículo 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 


II. Recomendaciones 
	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Investigar de manera completa, imparcial y efectiva en la jurisdicción penal ordinaria mexicana para determinar la responsabilidad de todos los autores de las violaciones de derechos humanos en perjuicio de Ana, Beatriz y Celia González Pérez y Delia Pérez de González.
	Pendiente de cumplimiento

	2. Reparar adecuadamente a Ana, Beatriz y Celia González Pérez y a Delia Pérez de González por las violaciones de los derechos humanos aquí establecidas.
	Pendiente de cumplimiento


III. Actividad Procesal
1. Los días 3 y 4 julio 2001, la CIDH celebró reuniones de trabajo con las partes en la Ciudad de México a invitación del Estado mexicano.

2. La CIDH celebró reuniones de trabajo con las partes en el marco de los Periodos de Sesiones 113º (14 noviembre 2001), 116º (18 octubre 2002), 131º (marzo 2008), 138º (marzo 2010), 153º (29 de octubre de 2014) y 154º (marzo 2015). 
3. El 27 de septiembre de 2011, las partes sostuvieron una reunión de trabajo durante la visita a México del Comisionado Escobar Gil. 

4. El 15 de marzo de 2018, la CIDH trasladó al Estado la información presentada por los peticionarios durante el año anterior. El 17 de mayo de 2018, el Estado mexicano presentó observaciones a este escrito. 

5. El 25 de abril de 2018, los peticionarios presentaron información actualizada a la CIDH sobre el seguimiento de las recomendaciones del Informe de Fondo Nº 53/01. 

6. El 26 de julio de 2018, la CIDH solicitó al Estado mexicano información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones del Informe de Fondo Nº 53/01. El Estado presentó dicha información el 17 de agosto de 2018.

7. El 27 de agosto de 2018, la CIDH solicitó a los peticionarios información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones del Informe de Fondo Nº 53/01. El 4 de octubre los peticionarios solicitaron una prórroga para presentar dicha información.

8. El 3 de octubre de 2018, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en el marco del 169º Periodo de Sesiones en Boulder, Estados Unidos. 

9. El 29 de octubre de 2018, los peticionarios presentaron información actualizada a la CIDH sobre el seguimiento de las recomendaciones del Informe de Fondo Nº 53/01. El 26 de noviembre de 2018, los peticionarios solicitaron una prórroga para dar respuesta a las observaciones formuladas por el Estado mexicano.
IV. Análisis relativo a información proporcionada

10. La Comisión nota que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 53/01. 

11. La Comisión considera que la información proporcionada en 2018 por los peticionarios es relevante dado que es actualizada sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 53/01. 

12. En razón de lo anterior, la CIDH estima que hay información disponible para realizar el análisis de cumplimiento de las recomendaciones en relación con el año 2018. 

V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
13. Respecto la recomendación 1, durante el año 2018, el Estado mexicano informó que la averiguación previa 676/UEIDT/37/2016 se encuentra radicada en la Fiscalía Especial en Investigación del Delito de Tortura. De acuerdo con el Estado, dicha averiguación se instruye por el delito de tortura y se encuentra en integración. En tal sentido, las autoridades estarían agotando todas las diligencias encaminadas a acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad de las personas que lo cometieron. Dentro de las últimas diligencias se habrían realizado “investigaciones de campo por medio de la Policía Federal Ministerial, respecto de los hechos señalados”. Además, el Estado informó que “en la Coordinación de Servicios Periciales se entra el dictamen médico psicológico especializado para casos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, que se les practicó a las víctimas para que peritos en materia de medicina y psicología emitan una opinión técnico-científica.”
14. Respecto el cumplimiento de esta recomendación, los peticionarios informaron que, hasta el 24 de junio de 2013, la investigación penal por los actos de tortura cometidos por elementos militares en contra de las hermanas González Pérez había estado en la jurisdicción militar, fecha en la que se trasladó al fuero civil. Posteriormente, el 24 de marzo de 2014, se remitió la averiguación previa a la Dirección General de Atención y Seguimiento a Recomendaciones y Conciliaciones en Materia de Derechos Humanos, dando inicio a la averiguación previa número AP/PGR/SDHPDSC/DGASRCMDH/DDMDH/CNDH-1/0192/2014. Finalmente, a inicios del año 2016, la indagatoria fue trasladada a la Unidad Especializada para Investigar el Delito de Tortura, bajo la averiguación previa 676/UEIDT/37/2016. Para los los peticionarios, este cambio constante entre distintas áreas de la misma PGR ha provocado el retraso de las investigaciones, ya que “cada cambio de área ha servido de pretexto en cada ocasión para argumentar que el nuevo responsable de la investigación necesita tiempo para estudiar primero el caso antes de estar en condiciones de proponer diligencias que permitan la pronta identificación de los probables responsables de los actos cometidos en perjuicio de las hermanas González Pérez”. En consecuencia, a más de 23 años de ocurridos los hechos, el caso se mantiene en la más absoluta impunidad.  

15. Las víctimas y los peticionarios consideran que el Estado no está garantizando su participación en el proceso toda vez que han tenido que recurrir al recurso de amparo para contar con copias de los expedientes y para acceder a las mismas sin condicionamiento de pago. También manifestaron que, pese a sus solicitudes, el Estado no ha presentado una ruta detallada con las diligencias a desahogar, plan de investigación específico, así como un cronograma con las acciones concretas que se han realizado o estén próximas a llevarse a cabo en la investigación del caso. Por último, expresaron preocupación sobre la pretensión estatal de realizar un nuevo examen a las víctimas; buscan que este examen sea hecho respetando los estándares del Protocolo de Estambul.

16. La CIDH observa con preocupación que, aunque desde 2013 la investigación penal radica en el fuero común, no existirían avances sustanciales para determinar la responsabilidad de todos los autores de las violaciones de derechos humanos cometidas en perjuicio de Ana, Beatriz y Celia González Pérez, y Delia Pérez de González. En este contexto, la CIDH toma nota de los obstáculos enfrentados por los peticionarios para participar y acceder a la investigación penal, así como de su preocupación manifiesta sobre diligencias que podrían resultar en la revictimización de quienes sufrieron las violaciones a sus derechos. Al respecto, la CIDH recuerda que “el deber de investigar debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, y debe tener un sentido y ser asumida por los Estados como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios, sin que la autoridad pública busque efectivamente la verdad”
. En razón de lo anterior, la CIDH concluye que la recomendación 1 está pendiente de cumplimiento. 

17. En relación con la recomendación 2, el Estado afirmó que el 29 de octubre de 2014 recibió una propuesta de reparación por parte de los peticionarios, sobre la cual el Estado habría pasado una contrapropuesta el 5 de diciembre de 2014. Dicha contrapropuesta contiene los siguientes rubros: deber de investigar y sancionar, acceso a la investigación y participación de las víctimas, que las aseveraciones del informe de fondo de la CIDH sean consideradas en la investigación penal a nivel interno, realización de un Acto Público de Reconocimiento de Responsabilidad, medidas de rehabilitación (tratamiento médico y psicológico) y una debida indemnización pecuniaria, además de otras propuestas planteadas por el Estado y que estarían en revisión con las peticionarias
. 
18. El 21 de marzo de 2015, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con el acompañamiento de la CIDH, dentro del marco de su 154º Periodo de Sesiones. En dicha reunión, la parte peticionaria expuso sus observaciones sobre la propuesta de cumplimiento del Estado. Adicionalmente, las partes dialogaron sobre los distintos elementos que se contemplarían en el acuerdo y que conforman la reparación integral. El 21 de abril de 2015, los peticionarios también presentaron sus observaciones por escrito, la cual fue remitida al Estado para su conocimiento. En relación con la propuesta del acuerdo de cumplimiento, las partes indicaron en la reunión de trabajo que avanzarían en la elaboración de una cláusula más detallada sobre la atención en salud y el acto de reconocimiento de responsabilidad. El Estado indicó que recalcularía los montos de indemnización económica, reformulando los montos de daño emergente a daño moral
.
19. En 2018, el Estado mexicano manifestó su interés por continuar con conversaciones y atender las peticiones realizadas por las víctimas para llevar a cabo una reparación integral, el Acto Público de reconocimiento de responsabilidad, la indemnización económica y los cursos de capacitación a funcionarios. Según fue informado, en reunión de fecha 14 de mayo de 2018, la Secretaría de Gobernación actualizó los montos de su propuesta de indemnización económica en beneficio de las víctimas.

20. En 2018, los peticionarios indicaron que el proceso de reparación ha permanecido en pausa desde el año 2016, razón por la cual, mediante oficio de 20 de octubre de 2017, dirigido a la Unidad para la Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, solicitaron la reactivación de las mesas de trabajo tendientes a establecer un acuerdo de cumplimiento del Informe de Fondo Nº 53/01. De acuerdo con los peticionarios, el 14 de mayo de 2018, se llevó a cabo una primera reunión con el Estado para retomar la posibilidad de un acuerdo de cumplimiento. Al respecto, los peticionarios indicaron que una reparación integral de las violaciones a sus derechos debe contener esencialmente 3 componentes: (i) Investigación de los hechos y sanción de los responsables; (ii) acto público de reconocimiento de responsabilidad e (iii) indemnización del daño causado.  En este sentido, expresaron su preocupación por la falta de disposición del Estado mexicano para realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad con participación de la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA).

21. La CIDH valora la posición de las partes para avanzar en un acuerdo de cumplimiento que facilite el otorgamiento de medidas de reparación, según lo establecido en el Informe de Fondo Nº 53/01. No obstante, a partir de la información disponible, la CIDH concluye que el nivel de cumplimiento de la recomendación 2 es pendiente.  

VI. Nivel del cumplimiento del caso 

22. Por lo anterior, la Comisión concluye que el presente caso está pendiente de cumplimiento. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando las Recomendaciones 1 y 2 emitidas en el Informe de Fondo Nº 53/01. La CIDH invita a ambas partes a continuar con los esfuerzos de diálogo para suscribir un Acuerdo de cumplimiento en relación con las medidas de reparación.

VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

23. En esta sección se destaca los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

· El Estado informó que, a través del Gobierno de Chiapas, el 4 de abril de 2011, entregó a las víctimas y a su madre, en un acto privado, la suma de $2.000.000 (dos millones de pesos mexicanos), por concepto de apoyo humanitario. Precisó que el apoyo otorgado a las víctimas no constituía un reconocimiento de responsabilidad en los hechos que motivaron las recomendaciones de la CIDH y tampoco podía contemplarse como una reparación de daño. 
B. Resultados estructurales del caso

· No hay resultados estructurales informados por las partes. 
� Corte IDH. � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_171_esp.pdf" ��Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Sentencia de 22 de noviembre de 2007�. Serie C No. 171, párr. 62.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 1770.


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 1770.
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